Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 06 minutos) 


- Comenzando con el análisis del proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo sobre 
normas relativas a migración, la Comisión entendió pertinente conocer la opinión de los Ministerios y 
Organismos involucrados en su elaboración. 


En nombre de la Comisión, pido disculpas a los integrantes del Poder Ejecutivo que hoy nos 
acompañan, porque es una fecha muy especial. Debo decir que en este momento se están llevando a 
cabo las reuniones del MERCOSUR, por lo que varios Legisladores que integran esta Comisión han 
enviado las disculpas del caso, porque están participando de ese evento y lamentablemente hoy no 
podrán estar presentes; pero, en realidad, no queríamos demorar el tratamiento de este proyecto. 


Quiero informar a nuestros visitantes que acaba de llegar el señor Senador Antía y que por lo 
menos cuatro miembros de este Cuerpo podremos escuchar la opinión del Poder Ejecutivo con 
respecto a este tema. 


SEÑORA PAYSSE.- Debo decir que soy la Directora Nacional de Empleo del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. Si los integrantes de la delegación están de acuerdo, voy a hacer una pequeña 
introducción y después cada miembro de la delegación hará la explicación específica relativa a cada 
uno de los Ministerios que participaron en la elaboración de la iniciativa. De esta forma, posteriormente 
se hablará más detalladamente sobre inmigrantes, migración y trabajo. 


En primer lugar, quería poner en consideración de los integrantes de la Comisión la forma en 
que se elaboró este proyecto de ley, porque creo que tiene su interés. En concreto, tuvo su origen a 
partir de la creación, en el año 1997 -si mal no recuerdo, por el Decreto N* 284 de 1997- de la 
Comisión Nacional de Asuntos Migratorios. Este es un ámbito donde están representadas 
institucionalmente las Secretarías del Interior, de Relaciones Exteriores y de Trabajo y Seguridad 
Social, coordinadas por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; allí se procesan los temas 
relacionados con las políticas migratorias y la afectación que pueden tener, en principio, en el mundo 
del trabajo. Convocamos esa Comisión teniendo en cuenta que hasta este momento y por diversas 
circunstancias, nunca se había podido reunir. 


En ese ámbito, se planteó la necesidad de modificar las normas relacionadas con las 
migraciones, en virtud de que no estaban acordes con la normativa internacional que el país había 
adoptado. Se comenzó a trabajar a partir de un proyecto propuesto por el Ministerio del Interior, que ha 
estado trabajando con la Organización Internacional de las Migraciones. 


En el seno de la Comisión trabajaron, fundamentalmente, los Ministerios de Relaciones 
Exteriores, Interior y Trabajo y Seguridad Social, aunque también se contó con el apoyo de los 
Ministerios de Turismo y de Educación y Cultura, del Instituto Nacional de Estadísticas y de expertos de 
la Universidad de la República. En ese mismo ámbito señalamos en el mencionado proyecto, una serie 
de contradicciones o de aspectos en los cuales, a nuestro entender, no estaba claramente 
representado el compromiso asumido por nuestro país. Finalmente, a partir de esa iniciativa se elaboró 
un nuevo proyecto, pero es importante señalar que se solicitó el apoyo de la Organización Internacional 
de las Migraciones y también se realizó un taller de discusión de la norma, en el que participaron 
Legisladores y expertos extranjeros; precisamente, en esta instancia se nos puso en conocimiento de 
lo normativa argentina en la materia y se supo que había existido la dificultad de que los Ministerios de 
Trabajo y Seguridad Social, de Relaciones Exteriores y del Interior no habían podido coordinar en 
forma conjunta. Fue a partir de entonces que nos pusimos a trabajar con más ahínco para tratar de 
llegar a un cuerpo normativo donde estuvieran reflejados los intereses y las competencias de los tres 
Ministerios. 


Cabe destacar que el año pasado terminamos el proceso conjunto de elaboración del texto, 
el que fue presentado como proyecto acordado -entendemos que esto constituye una de sus 
grandes virtudes- más allá del hecho de que, obviamente, en el ámbito del Poder Legislativo se le 


harán las mejoras que se consideren del caso. De cualquier manera, creemos que es importante 
reiterar que se trata de un proyecto acordado, básicamente, por los tres Ministerios que participaron en 
el proceso de elaboración de su redacción, pero también -como dije antes- por los Ministerios de 
Turismo y de Educación y Cultura. Asimismo, se incluyeron en la discusión las organizaciones de 
migrantes que hay en el país -que, de alguna manera, participaron en los resultados- y también los 
actores sociales, empleadores y trabajadores, quienes fueron puestos en conocimiento del tema. 


La idea es presentar este proyecto -comprendiendo desde ya las eventuales modificaciones 
que podrá tener- como un adelanto importante en cuanto al cumplimiento del compromiso asumido por 
nuestro país en el sentido de adecuar su normativa interna a las pautas que surgen de los Convenios y 
Convenciones Internacionales en la materia, así como también de las Convenciones de Derechos 
Humanos que se han suscrito. A su vez, la intención es incorporar o enmarcar el tema migratorio dentro 
de una política de migración. Todos sabemos que el fenómeno de la globalización y, en definitiva, el 
mundo globalizado en el que vivimos implica que las personas deban trasladarse por varias razones, 
fundamentalmente de tipo económico y laboral y esto implica, a su vez, incorporar una visión de la 
política poblacional que queremos tener en el país. Debemos reflexionar acerca de cuál es la política 
que vamos a priorizar; si seremos un país de inmigración, que mire con flexibilidad y aceptación el 
ingreso de la mayor cantidad posible de personas o si apoyaremos la emigración. En definitiva, hay 
que empezar a trabajar en una serie de aspectos y, a nuestro entender, la política migratoria es parte 
de esta política poblacional. 


En lo que tiene que ver, concretamente, con la primera parte del proyecto de ley, debemos 
decir que refiere a la incorporación de los derechos de las personas migrantes. En tal sentido, el 
artículo 1 habla de los principios generales y, básicamente, establece el debido derecho del migrante y 
su familia a acceder a la Justicia y a todos los derechos que tienen los nacionales, sin ningún tipo de 
discriminación. Se trata de dar a las personas que migran el mismo estatus que tienen los ciudadanos 
naturales del país. 


Luego se hace mención al derecho a la igualdad de trato, a la salud, al trabajo, a la seguridad 
social, a la vivienda y a la educación. Al respecto, cabe destacar que se hace especial énfasis en que 
los trabajadores y personas migrantes, en general, y sus hijos tendrán derecho a la salud y a la 
educación aun cuando no tengan la documentación adecuada. Entendemos que el tema de la 
documentación es importante -seguramente este aspecto lo abordará el representante del Ministerio 
del Interior-, pero a nuestro juicio no debe implicar una limitación para acceder a los mismos derechos 
que tienen los naturales del país. En líneas generales, esto se va desarrollando en el resto de las 
disposiciones. 


También se hace mención a la posibilidad de saber en forma precisa cuáles son los derechos 
de las personas que migran. En tal sentido, se deja claro que deberán tener acceso a recibir 
información exacta y veraz, como así también de dónde y de parte de quién la recibirán. Se procura 
que los diversos trámites que tengan que hacer no impliquen limitaciones a sus derechos. A su vez, se 
maneja todo el tema de la integración socio-cultural de las personas migrantes, el respeto a su 
identidad cultural y, obviamente, a las normas y obligaciones que impone nuestro marco normativo. 


En términos generales, esto es lo que tenemos para aportar en un principio en cuanto a los 
derechos de los migrantes. En definitiva, estamos incorporando en la legislación nacional la 
Convención Internacional para la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores Migrantes y 
sus Familiares, el Convenio N* 97 de la OIT, la Convención de Naciones Unidas sobre Delincuencia 
Organizada Transnacional -que seguramente desarrollen los compañeros de delegación- y el Acuerdo 
de Libre Residencia para los Nacionales de los Estados Parte del MERCOSUR, Bolivia y Chile. 


Por el momento es cuanto quiero manifestar y, entonces, doy paso a otros compañeros de la 
delegación para que informen acerca de las modificaciones al régimen vigente que presenta este 
proyecto de ley desde la óptica de sus instituciones. 


SEÑORA CONTE.- Coincido plenamente con lo dicho por la compañera. Sin dudas, se trata de un 
proyecto muy avanzado en tanto vemos que en otros países del mundo los migrantes tienen bastantes 
problemas y no son considerados igual que los nacionales del país al que migran. 


Debemos tener en cuenta -esto está bastante claro en lo que ya se expresó y en la 
exposición de motivos- que el migrante no es un delincuente, que es lo que se tiende a pensar. Me 
pareció muy buena la idea y la forma como se llevó a cabo la planificación de este proyecto de ley, que 
surgió de otro -que fue base- que había organizado la OIM y que tiene mucho que ver con la ley 
argentina, sobre todo en cuanto a respetar e igualar los derechos civiles de los migrantes y sus 
familiares con los de los nacionales. 


Quiero aclarar fundamentalmente -aclaro que la señora Ministra tuvo particular interés y 
preocupación en este tema y personalmente conversé al respecto con ella hace unas semanas- que el 
país tenía un debe muy importante con las Convenciones que había suscrito en materia de trata y de 
tráfico de personas. Los delitos están tipificados dentro de la ley -seguramente los señores Senadores 
lo hayan constatado- y, por lo tanto, éste es un paso importantísimo. Hemos firmado todas las 
Convenciones relativas al crimen organizado transnacional y se está trabajando sobre el tema en 
nuestro país, pero evidentemente no existe una figura delictiva que tipifique la trata de personas y el 
tráfico de migrantes, que son dos delitos totalmente aberrantes. No se puede traficar con la necesidad 
de los seres humanos. En realidad, tal como mi compañera señalaba, no sabemos si nos vamos a 
convertir en un país de emigración o de inmigración como lo fue en la primera mitad del siglo XX. 
Tampoco queremos que nuestro país se transforme en un trampolín para que estas organizaciones se 
beneficien con la trata de seres humanos. Esto está tipificado e, incluso, penado con penitenciaría. A 
veces sucede que los Jueces se encuentran en un procesamiento con la dificultad de que no existe 
figura delictiva o, a lo sumo, privación de libertad. 


Quiero agregar que me parece muy bueno que se haya trabajado junto con el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, porque de esa manera podemos hacer una muy buena reglamentación de 
este proyecto de ley que, básicamente, es bueno, adelantado y comprende todo lo que el país está 
necesitando hoy en materia migratoria y poblacional. Se apunta a que no se tome el trabajo del 
migrante como una tarea de segunda -por decirlo de alguna manera- ni que se llegue a un trabajo 
forzado, que posteriormente pueda dar lugar al tráfico o a la trata. Sabemos que las causales del tráfico 
y de la trata muchas veces son el trabajo forzado o la violencia doméstica. 


Se aspira a que los migrantes tengan los mismos derechos dentro de las categorías 
migratorias. Si se trata de un residente que todavía está en trámite, porque aún no ha logrado obtener 
su residencia legal, se establece que con el documento provisorio que la Dirección Nacional de 
Identificación Civil expide  -una cédula renovable por tres años, es decir, mientras dura el trámite, que 
en general demora menos, salvo casos complicados- pueda acceder al sistema de salud y al mercado 
laboral -más adelante se especificará cómo hacerlo- como forma de que esa persona no esté en 
situación irregular dentro del país y que vaya accediendo a los diversos derechos. 


Asimismo, aunque los padres aún no hayan obtenido su categoría migratoria o se encuentren 
en una situación irregular en el país, no se va a prohibir el derecho a la educación de los hijos, sobre 
todo cuando son menores de edad. 


Por otra parte, se plantea -quisiera señalar que ésta era una vieja idea que me había 
trasmitido la doctora Pintos en su momento- que el país otorgue permiso de menor a los menores 
residentes, porque actualmente se está expidiendo solamente para los nacionales. Es muy bueno que 
esta inquietud haya sido recogida por el proyecto de ley, porque tenemos menores residentes y, si no, 
no podríamos hablar de igualdad de derechos y obligaciones. Reitero que es una muy buena 
incorporación, más aún en este momento en que todo está globalizado, que las condiciones en el 
mundo han cambiado y se puede llegar a un tráfico de menores. 


SEÑOR FERRER.- Simplemente quería agregar a lo expresado por la doctora Carmen Conte y la 
señora Sara Payssé, que se trata de un proyecto de ley que se necesitaba con urgencia. Desde hace 
muchos años, lo que se hacía en la Dirección de Migración era algo medio oscuro, porque los tiempos 
en que se habían aprobado las normativas -hablamos de 1936 y 1947- eran totalmente diferentes a los 
actuales. Entonces, las carencias se fueron supliendo, en parte, con algunos decretos de la década 
del 60. En realidad, eran remiendos o una forma de tapar agujeros, con lo cual, tarde o temprano, iba 
a llegar un momento en que no ¡ba a haber un marco normativo adecuado para implementar. 


Por encima de las diferencias institucionales o de índole personal que puedan haber respecto 
al proyecto, considero que es muy beneficioso, importante y totalmente necesario para la Dirección 
Nacional de Migración, más allá de la reglamentación que, obviamente, se tendrá que implementar. En 
lo personal, tenía la sensación de que los trámites que se realizaban en la Dirección, iniciando 
residencias o atendiendo personas, estaban en el aire y no había nada realmente fuerte en qué 
apoyarse o en qué basar las decisiones. Sin embargo, considero que con este proyecto de ley y la 
consiguiente reglamentación se puede armar un conjunto de normas reales a fin de implementar algo 
que, hoy por hoy, es muy necesario para nuestro país. 


SEÑOR PORTILLO.- Quisiera efectuar algunas reflexiones generales, desde luego que compartiendo 
plenamente lo expresado anteriormente por los compañeros de la Dirección de Trabajo del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad social y de la Dirección Nacional de Migración del Ministerio del Interior. 


Un factor muy importante para que se gestara este proyecto fue advertir, además de lo 
obsoleto del ordenamiento jurídico vigente, una profunda contradicción que concretamente surgió con 
motivo de la Cumbre de Presidentes Iberoamericanos que se realizara el año pasado. Por un lado, 
Uruguay estaba sosteniendo en foros internacionales un conjunto de posicionamientos muy 
progresistas y con una muy clara visión en defensa de los derechos de los emigrantes; y, por otro, 
dentro de casa teníamos una legislación que en algunos aspectos provenía del año 1984 y, en otros, 
del siglo XIX, en donde se daban circunstancias históricas absolutamente diferentes a las que hoy 
vivimos. Simplemente, para mencionar un aspecto, debo decir que hoy Uruguay tiene más uruguayos 
viviendo afuera que al norte del Río Negro, lo que era impensable concebir en aquella época. 


Fue así que, a marchas forzadas, decidimos ponernos a trabajar en este ámbito 
interministerial -que ha sido extraordinariamente fecundo- realizando una serie de consultas a expertos 
nacionales e internacionales. En cuanto a los expertos internacionales aportados por la OIM, quisiera 
destacar la activa y protagónica participación del profesor Eliomar Mora, del Senador Giustiniani y del 
doctor Oteiza que, como dije, fueron los expertos que la Organización Internacional para las 
Migraciones afectó para que colaboraran con nosotros. También debemos decir -y para nada hay que 
avergonzarse de ello, sino que hay que reconocerlo- que fue una fuente de inspiración, una referencia, 
la ley argentina vigente en este tema que, por lejos, es la más avanzada de América Latina en lo que 
tiene que ver con el Derecho Comparado. Por otra parte, debo recordar que fue la que sustituyó hace 
tres años a la denominada “Ley Videla” y la que ha amparado el “Programa Patria Grande”, que es uno 
de los más interesantes y avanzados en términos de regularización de inmigración. 


De alguna manera, entonces, estos fueron algunos de los condicionamientos que propiciaron 
este esfuerzo de trabajo. 


Con respecto al contenido sustantivo del proyecto a nivel general quiero advertir algunos 
elementos medulares, conceptuales y de fondo. En primer lugar, el abordaje de la temática del 
profundo respeto a los derechos humanos de inmigrantes, en un proceso de equiparación con los 
nacionales en lo que tiene que ver con este tema. En realidad, es lo mismo que hemos sostenido 
nosotros para nuestros compatriotas que están en el exterior. 


En segundo término, sostener y abrazar una causa más moderna, más reciente: la 
“multiculturalidad”, es decir, asumir que es bueno que en una sociedad coexista una heterogeneidad de 
expresiones e identidades culturales de las que se tiene que ser muy respetuoso, pero sin dejar de 
buscar los mecanismos de inserción e integración para, en la diversidad, construir una unidad. 


Un tercer elemento que considero novedoso e innovador en este proyecto de ley es el 
reconocimiento del fenómeno de la emigración uruguaya, de ese medio millón de uruguayos -más de 
los que hay al norte del Río Negro están, repito, en el resto del mundo- en una serie de artículos y 
propuestas muy concretas que en breves momentos la doctora Pintos va a detallar con más precisión. 
Este punto tiene la enorme importancia de que por primera vez en el ordenamiento jurídico la voz del 
Estado, expresada en una norma jurídica, reconocerá esta circunstancia y la incorporará con 
coherencia y abordando los distintos puntos que estén relacionados. 


A nuestro modo de ver, estos son los aspectos que conviene tener presente como ejes 
centrales o medulares del espíritu de esta propuesta legislativa que, tal como expresaron mis 


compañeros, sin lugar a dudas mejorará el trabajo parlamentario. 


SEÑORA PINTOS.- Soy asesora de la Subsecretaria Belela Herrera e integro la Dirección para 
Asuntos Consulares y Vinculación del Ministerio de Relaciones Exteriores; concretamente, trabajo en el 
Departamento 20, en el equipo del doctor Portillo. 


En el momento en que se nos llamó para hacer el esfuerzo de juntar toda la normativa 
migratoria que tenía el país, se consultaron -tal como manifestaron oportunamente mis compañeros- 
los convenios internacionales que se firmaron y se confrontaron con nuestra legislación. En función de 
ello, se formó un grupo de trabajo donde se trató de generar una ley que igualara al migrante con el 
nacional, respetando derechos como el acceso a la educación, a la salud; pero, fundamentalmente, 
respetando los derechos humanos del migrante, en su más amplia concepción. 


En lo que tiene que ver con el Ministerio de Relaciones Exteriores, quiero señalar que en 
este proyecto de ley se incluyó un título que se denomina “De los uruguayos y uruguayas en el 
exterior”. A través de él, se pretende establecer, con fuerza de ley, que la Dirección General de Asuntos 
Consulares y Vinculación tenga a su cargo la coordinación de la política nacional de vinculación con la 
emigración. En este sentido, se dice que planificará, programará y ejecutará dicha política en el 
exterior. 


Además, se define lo que son los Consejos Consultivos en tanto organizaciones autónomas 
del Estado uruguayo, formados por los uruguayos residentes en el exterior, quienes se dirigirán a 
nuestros Consulados actuales y plantearán sus demandas, reclamos y todo lo que tenga que ver con 
las necesidades de la colectividad en el exterior. La organización y el funcionamiento de estos 
Consejos Consultivos se sustentarán sobre la base de principios democráticos y estos adoptarán la 
forma jurídica que estimen del caso y que sea válida en los países donde estos Consejos se 
desarrollen y formen. Asimismo, el Servicio Exterior, a través de las misiones y de las oficinas 
consulares, reconocerá a esos Consejos Consultivos como organismos autónomos del Estado 
uruguayo en los que podamos sentir la voz de nuestros compatriotas, tal como ocurrió -lo 
comprobamos palmariamente- en el mes de diciembre, cuando se realizó en el Ministerio de 
Relaciones Exteriores, una reunión de los Consejos Consultivos creados a esa fecha. 


Por otro lado, se trabajó en forma conjunta con funcionarios del Registro de Estado Civil, ya 
que la Ley de Registro de Estado Civil impone a nuestros compatriotas un plazo mínimo para poder 
anotar a sus hijos. Al respecto, pensamos que dicho plazo debe considerarse en función de dónde se 
encuentran nuestros compatriotas, ya que de pronto están muy próximos a nuestros Consulados, pero 
también existen situaciones en las que resulta imposible anotar a los hijos en un plazo exiguo, como el 
que establece la ley actual. Esto es planteado por los uruguayos como un problema muy serio. En ese 
sentido se trabajó con el Director, escribano Calvo, llegándose a un plazo de 180 días siguientes al 
parto, con lo que pretendemos que nuestros compatriotas tengan tiempo para acercarse al Consulado. 
Sin perjuicio de ello, pensamos que también resulta de interés generar una disposición transitoria 
incluida en la ley, donde se establezca un plazo excepcional de 360 días -que se contarían a partir de 
la fecha de promulgación de esta ley- para que los padres uruguayos de hijos e hijas nacidos en el 
exterior, que aún no los hayan inscripto, puedan hacerlo, como forma de dar solución a este problema 
que nos presentan los uruguayos. 


Asimismo, se pretende que los uruguayos y uruguayas que estén en el exterior con un plazo 
de más de dos años de residencia y que decidan retornar al país, puedan introducir una serie de 
enseres de su casa habitación y recibir otros beneficios arancelarios que se plasman en el artículo 76. 


Esto es lo que tiene que ver con el Ministerio de Relaciones Exteriores, en tanto agente 
migratorio. 


SEÑORA PAYSSE.- Quisiera agregar un par de comentarios relacionados con la temática de 
trabajadores migrantes pero, previamente, voy a informar sobre la institucionalidad que el proyecto de 
ley da al tema migratorio. La misma implica la creación de una Junta Nacional de Migración en la que 
participan los tres Ministerios aquí representados, pero que también puede invitar a participar a otros 
Ministerios, instituciones y organizaciones, en caso de considerarlo necesario. Esta Junta, que va a ser 
de coordinación rotativa entre los tres Ministerios, tendrá competencia fundamental en lo que tiene que 


ver con propuesta de políticas y de modificaciones de las normas migratorias. También estamos 
planteando que, una vez sancionada la ley, se apruebe el decreto reglamentario de la misma y así 
tener injerencia en los asuntos de carácter migratorio que se presenten, de modo que la Junta actúe 
básicamente como órgano asesor del Poder Ejecutivo, pero con un rol muy dinámico frente a las 
situaciones que se produzcan en la materia brindando la respuesta adecuada en tiempos adecuados. 
Dicha Junta actuará, a su vez, al lado de un Consejo Consultivo Asesor en el que estarán incorporadas 
todas las organizaciones nacionales e internacionales que se vinculan con la temática migratoria. Allí 
se incluyen también las organizaciones de migrantes que trabajan en el país y otras de carácter 
internacional, de forma que también podamos contar con la participación de las organizaciones 
sociales que se relacionan con la temática y promover así el diálogo social, es decir, crear un ámbito en 
el que podamos recibir los planteos que se hagan desde la sociedad civil y desde las organizaciones 
especializadas y, a la vez, poder plantear allí la posición del Poder Ejecutivo con respecto a la 
normativa migratoria. Me pareció importante resaltar este ámbito porque, justamente, aquí se trata de 
focalizar que las personas migrantes son sujetos de derecho y, por lo tanto, su problemática debe ser 
analizada de manera integral y no a partir de una reglamentación parcial y separada de cada uno de 
los Ministerios actuantes. 


Si los señores Senadores lo autorizan, le cedería la palabra a la antropóloga Mariela 
Dardanelli, que se referirá a los temas que tienen que ver con la parte laboral de los trabajadores 
migrantes. 


SEÑORA DARDANELLI.- Mi nombre es Mariela Dardanelli y trabajo en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. 


Con relación al capítulo que trata sobre el trabajo de las personas migrantes, el proyecto de 
ley recoge, básicamente y en los mismos términos, algunos de los artículos que sobre esta materia 
consagran la Convención Internacional de los Derechos de los Trabajadores Migrantes -tabla 
comparativa que ponemos a disposición de los señores Senadores- y el Convenio N* 97 de la OIT. 
Ahora bien, como consecuencia de los reportes anuales que desde la órbita del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social debemos hacer en esta temática, hemos venido observando problemas, tanto en la 
aplicación de la Convención Internacional como del Convenio de la OIT, en relación con el trabajo. 
Quizás ello se debió a la falta de coordinación que veníamos teniendo de parte de los diferentes 
Ministerios que tienen competencia en la materia. 


Por supuesto que todos los artículos del proyecto de ley están comprendidos dentro de lo 
que es la legislación actual y la histórica que tuvo el país en materia laboral; esto es, tanto en el 
Decreto N* 108 -que se dictó este año- como en el anterior que refiere a la normativa laboral. 
Puntualmente, se trata de garantizar la igualdad de trato en materia laboral de los trabajadores 
nacionales respecto de las personas migrantes; la igualdad en cuanto al acceso a la Seguridad Social - 
tema éste central que también desde el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social queremos encarar- 
tomando en cuenta también a aquellas personas que tienen derecho a ejercer una actividad laboral 
luego de haber realizado el trámite correspondiente ante la Dirección Nacional de Migración. 


En el proyecto de ley también están contempladas las sanciones a aplicar a los empleadores 
que, teniendo personas extranjeras a su cargo, no cumplan con los requisitos establecidos. Un punto 
especial aquí es que se reserva la potestad de determinar categorías de empleo para aquellas 
actividades que se consideren de importancia fundamental para el país. Esa norma, que también está 
amparada en la Convención Internacional, no se contraviene ni se refiere a ninguna categoría especial, 
sino que simplemente deja librado a que existan categorías de empleo limitadas pasibles de ser 
consideradas, teniendo en cuenta las urgencias o las condiciones históricas. 


Como última aclaración quiero decir que, así como del trabajo de las personas migrantes 
tenemos artículos que son totalmente recogidos de la Convención Internacional, hay un capítulo de 
principios generales y de derechos y deberes de las personas migrantes que están contemplados en la 
tabla comparativa que, como dije antes, ponemos a disposición de los señores Senadores. 


SEÑORA XAVIER.- No voy a formular pregunta alguna, sino que voy a realizar una reflexión o una 
exhortación. 


Como ustedes saben, esta Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión ha sido creada en 
la presente Legislatura, porque nos ha parecido que había que incorporar a la discusión algunos temas 
que estaban fuera de agenda y que considerábamos prioritario abordar. Entonces, esa necesidad de 
abordarlos llevó, a su vez, a generar el espacio para que los mismos fueran tratados. Sin duda 
visualizamos este tema desde la óptica integral de los derechos humanos y de lo que significa el 
impacto de una u otra política -por la vía de definirla o no- tanto en la población uruguaya como en el 
desarrollo y en la posibilidad de ser o no inclusivos en esa sociedad. 


Sobre lo que viene a plantear este proyecto de ley debo expresar que los debates que se han 
dado a nivel internacional muestran que situar en primer orden el aspecto migratorio y los derechos de 
los migrantes no sólo es una necesidad para el Uruguay, sino a nivel de todo el planeta. En ese sentido 
quiero decir que existe la voluntad y el compromiso de abocarnos a un decidido tratamiento del tema, 
por lo que, obviamente, requeriremos de todo lo que ha sido ofrecido desde el punto de vista de 
insumos para poder dar el debate más acabado sobre este asunto. Así que, reitero, bienvenidos sean 
todos los ofrecimientos. 


Otro punto que quiero plantear es que en la Comisión de Constitución y Legislación del 
Senado hay una iniciativa del señor Senador Michelini, que tiene que ver con los derechos de los hijos 
y nietos de uruguayos nacidos en el exterior. Creo que ese tema, tomado en este proyecto de ley, 
también ayuda a que jerarquicemos el ámbito de nuestra patria peregrina, como no cabe duda de que 
se ha hecho desde el punto de vista institucional; en el área legislativa, en cambio, hemos tenido -como 
es costumbre en este país- una instantánea suscripción y ratificación parlamentaria de todos los 
instrumentos internacionales, pero una débil o inexistente traducción en la normativa nacional. 


El último tema al que deseo hacer referencia es el de la tipificación del delito de trata, que 
también nos preocupa y sobre el que el país tiene insuficiencias. 


Simplemente, quería hacer estas reflexiones en voz alta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me voy a permitir hacer algunas consideraciones, no sin antes ratificar lo 
que acaba de decir la señora Senadora Xavier, así como el pedido de esa tabla al Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social, pues nos parece bien importante. 


Quiero hacer algunas consultas sobre dudas que se me plantean, porque seguramente el 
lunes que viene ya nos vamos a abocar al tratamiento del articulado. 


En primer lugar, deseo saber si no ha sido incluido ex profeso o si hay algún inconveniente 
en incluir a los concubinos y concubinas entre las denominaciones familiares, a fin de que sean 
contemplados sus derechos como integrantes de la familia, porque nos parece que es una situación 
legal muy extendida. 


SEÑORA CONTE.- Hace aproximadamente un año que ese tema es tenido en cuenta al momento de 
conceder la residencia. Entre los requisitos para obtenerla se debe tener un medio de vida lícito y en el 
caso de una señora, por ejemplo, ese medio de vida podía ser el ingreso de su esposo -o viceversa- 
pero no se contemplaba el tema de los concubinos; ahora sí se tiene en cuenta, exigiéndose para ello 
una declaración jurada, con un certificado notarial, en donde conste que se vive en pareja, no 
estipulándose un tiempo determinado que indique, por ejemplo, más o menos de un año. Por 
consiguiente, ahora sí se toma en cuenta el ingreso del concubino como medio de vida para que el 
extranjero pueda obtener la residencia. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quería realizar otra consulta sobre el artículo que crea la Junta Nacional de 
Migración. La explicación que dio la doctora Payssé con respecto a su integración fue muy clara; sin 
embargo, muchas veces surgen problemas sociales en lo que respecta a los inmigrantes, por lo que 
querríamos saber si la participación del Ministerio de Desarrollo Social puede estar contemplada o 
simplemente se le requerirá para la coordinación que la doctora señalaba. 


SEÑORA PAYSSE.- En realidad, como integrantes permanentes figuran los tres Ministerios 
involucrados en forma regular con los temas, sin perjuicio de lo cual la Junta está abierta -así quedó 


establecido en la redacción- para incorporar, en forma permanente o transitoria, a otras instituciones 
públicas que también tengan que ver con estos temas. El hecho de no hacerlo desde el principio no 
quita que, sobre todo cuando se traten determinados temas específicos, estén participando otros 
actores. Además, las organizaciones sociales, como tales, tienen su ámbito en el Consejo Asesor. 


El hecho es que, a veces, cuando se integra un órgano con demasiadas instituciones, se le 
quita eficacia. Por consiguiente, consideramos más adecuado incorporar a los demás Ministerios o 
incluso a otras instituciones, en el momento de tratar temas específicamente relacionados con ellos. 


SEÑORA DARDANELLI.- Cuando planificábamos esto, el Ministerio de Turismo nos pidió quedar 
afuera, salvo en los casos en que necesariamente estuviera involucrado; también nos lo planteó el 
Ministerio de Educación y Cultura, con el que trabajamos mucho en la elaboración del proyecto. Fue 
por ello que llegamos a esta conclusión. Podemos mencionar la misma situación con respecto a la 
Universidad de la República, en lo que refiere a la migración de personal calificado. 


En definitiva, pensamos que es tal la amplitud de temas que puede abarcar la Junta, que 
será necesario tener integraciones distintas para los diferentes programas que se quieran llevar 
adelante. Sin duda, el Ministerio de Desarrollo Social resulta fundamental en algunos ámbitos, como 
por ejemplo en frontera o en lo que tiene que ver con los migrantes de menores recursos, pero también 
para los provenientes de los países integrantes del MERCOSUR, que tienen una tramitación de 
residencia diferente a la que el proyecto recoge, que pueden plantear temas que estén vinculados o no 
con el desarrollo social. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera hacer una consulta con respecto a una denominación que se utiliza 
en los artículos 29 y 77. Concretamente, el literal a) del artículo 29 dice: “Controlar y fiscalizar el 
ingreso, permanencia y egreso de personas del país, en cumplimiento de las normas legales y 
reglamentarias vigentes, así como declarar ilegal el ingreso o permanencia”, etcétera. En realidad, 
querríamos plantear la posibilidad de sustituir el término “ilegal” por “irregular”, a los efectos de acordar 
con la nomenclatura internacional y, además, contemplar a los ciudadanos nacionales. Nos gustaría 
saber si es posible. 


Con relación al capítulo denominado “Cambio de categoría”, nos gustaría que nos dieran su 
opinión en cuanto a si no sería bueno especificar que se trata de un cambio de categoría migratoria, 
porque nos parece que queda más claro. Me refiero simplemente al título. 


SEÑORA DARDANEL_L!.- Sí, sería más coherente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El literal b) del artículo 47, bajo el título: “CANCELACIÓN DE LA 
RESIDENCIA Y DE LA PERMANENCIA”, dice así: “la persona extranjera que en el territorio nacional 
cometiere delito de carácter doloso y fuera condenado con pena de penitenciaría o registrase una 
conducta reiterante en la comisión de delitos”. Pienso que habría que agregar “excepto los refugiados”. 
¿Creen que la idea está recogida en forma genérica o habría que agregarla para que quede más clara? 


SEÑORA PINTOS.- El refugiado tiene un estatuto jurídico propio. Cuando en el proyecto se establece 
que el Ministerio del Interior puede cancelar la permanencia o la residencia, se está haciendo 
referencia a los migrantes comunes. No nos pareció correcto mezclar al refugiado en la ley de 
migrantes, ya que tiene, repito, su propio estatuto. 


La documentación del refugiado es una y la del migrante es otra, lo único que tienen en 
común es que cuando se le reconoce la condición de refugiado pasa a tener una residencia de carácter 
permanente que se regula por las normas migratorias comunes, pero él sigue siendo un refugiado con 
su propio estatuto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nos interesa que este tema quede claro en la versión taquigráfica. 


SEÑORA CONTE.- Quiero aclarar que, inclusive, en la propia ley de refugiados se hace mención a 
cuándo va a perder su condición de refugiado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Las personas que han trabajado en el tema y a las cuales hemos 
consultado, sugirieron agregar, al final del artículo 49, que: “tendrá efecto suspensivo”. Quisiera saber 
cuál es la opinión de la doctora Pintos. 


SEÑORA PINTOS.- En materia constitucional, donde están previstos los recursos frente a una 
denegatoria realizada por la Administración, se establece un principio de orden general que impone el 
efecto suspensivo. De todas maneras, creo que no estaría de más agregarlo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En el numeral 1) del artículo 60 se mencionan los medios de transporte y 
creemos que sería mejor agregar el término “fluvial”, porque sabemos que en el área del MERCOSUR 
o del Cono Sur el transporte fluvial puede ser utilizado por las personas. Quizás esta sea una 
modificación mínima. 


SEÑORA CONTE.- Es correcto; lo vamos a agregar. 


SEÑOR FERRER.- Hoy tenemos una resolución del Ministerio; no sé si no sería conveniente tener una 
Reglamentación. Hoy, repito, es una resolución, pero mañana la situación puede cambiar en cuanto a 
medio de vida, como ya nos ha pasado y plantearnos otras exigencias. 


SEÑORA PINTOS.- En el artículo 33, donde se da la residencia permanente “a los hijos, a los 
cónyuges, padres, nietas/os de nacionales uruguayos”, creo que habría que agregar “concubinos”. Lo 
que se estaba planteando y que la Dirección de Migración había adoptado desde el punto de vista 
interno en reconocimiento de una realidad, no está recogido por la ley y, por eso, sería pertinente la 
observación que ha hecho la Presidenta, señora Senadora Percovich. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Eso sería para el artículo 33, pero yo lo veo también con relación al artículo 
10. 


SEÑORA PINTOS.- Pero en el artículo 33 la observación es fundamental, porque se reconoce 
solamente al cónyuge. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por otro lado, una abogada me hacía una sugerencia acerca de la 
posibilidad de una amnistía para los migrantes en situación irregular. De todas maneras, ustedes hacen 
referencia a un período transitorio. 


SEÑORA PINTOS.- Justamente, lo que han hecho otros países que tienen legislaciones recientes en 
materia migratoria es marcar un período que permita la regularización una vez que se vota la ley. Esta 
es una forma de marcar un punto de partida más que necesario; se trata de una sugerencia. 


Me refiero a que cuando se aprueba la ley se estipula un plazo de amnistía para todos los 
que ya ingresaron al país. Si uno lee las disposiciones, advierte cómo al principio se plantean los casos 
de las categorías migratorias: el ingreso, el posterior plazo del turismo, cómo se ingresa como 
residente permanente o como residente temporario. En la actualidad, tenemos una cantidad de gente 
que no ha accedido a su residencia permanente. Entonces, una buena forma de incorporar a todas 
esas personas que hoy están en condición irregular por distintas circunstancias, sería darles un plazo 
de amnistía para que puedan presentarse a reclamar su regularización ante Migración. 


SEÑORA XAVIER.- Comprendo el problema, pero no entiendo si, a juicio de ustedes, esto tiene que 
pasar por una decisión administrativa a la que no se haga referencia en la ley. Una vez que la ley es 
votada y promulgada -si no lo es, de hecho, queda promulgada en los diez días subsiguientes- los 
derechos consagrados comienzan a regir, esté o no reglamentada. Lo que no sé es si la previsión no 
debería figurar dentro del marco legal, para después decir, por ejemplo, que la amnistía será de tantos 
o cuantos días. 


SEÑORA PINTOS.- Eso tiene que estar, por lo que es un error no haberlo previsto en su momento. 


SEÑORA PAYSSE.- Creo que en algún momento esto se planteó durante la discusión y se manejaron 
las dos posibilidades: la de incorporarlo en el proyecto de ley como una disposición transitoria o la de 
elaborar una disposición administrativa una vez que la ley estuviera sancionada. De esa manera, se 
tendría un poco más de flexibilidad en cuanto a los tiempos e, incluso, se podría plantear 
posteriormente, porque la ley, al fijar un término, precluye la posibilidad. No obstante, es obvio que se 
trata de un tema sobre el que se puede discutir y evaluar cuál es la mejor opción. De todas maneras, 
no se consideró que esto no existiera, sino plantearlo en vía administrativa, por ejemplo, para incluirlo 
en el decreto reglamentario de la propia ley. 


SEÑORA XAVIER.- No pensaba que el plazo de la amnistía estuviera determinado en la ley, pero sí 
que la amnistía estuviera prevista para que la reglamentación fijara el plazo. Me parece que eso podría 
ser lo más conveniente. 


SEÑOR ANTIA.- En la cumbre iberoamericana de Presidentes y parlamentarios que se efectuó en 
nuestro país había un capítulo muy importante relativo a migraciones. Me gustaría saber si las 
conclusiones y referencias que surgieron allí fueron tomadas como insumos para la elaboración de 
esta iniciativa. 


SEÑOR PORTILLO..- Sí, señor Senador. Fue una tarea muy ardua. 
SEÑOR ANTIA.- ¿Todavía se está trabajando? 


SEÑOR PORTILLO.- No, se trabajó el año pasado. Los países iberoamericanos tuvimos varias 
instancias de encuentro; por ejemplo, el Encuentro Iberoamericano sobre Migración y Desarrollo que 
se realizó en el mes de julio en Madrid fue, esencialmente, para lograr consensos y buscar ideas. 
Luego, hubo múltiples negociaciones hasta que se llegó a la postura adoptada en la Declaración de la 
cumbre de Presidentes. Como en todo documento acordado por una gran cantidad de países que, 
inclusive -tal como ocurre en el ámbito iberoamericano- a veces tienen intereses diferentes en materia 
de procesos migratorios, nuestro país tuvo que rebajar un poco sus aspiraciones en el contexto de la 
negociación que implicaron esos acuerdos iberoamericanos. 


De todas maneras, quiero aclarar que el sustrato en el que se trabajó este proyecto de ley es, 
en definitiva, el componente de política que estuvo presente en las negociaciones a nivel 
iberoamericano. Es importante subrayar que las negociaciones en las que hemos tenido más acuerdos 
se han llevado a cabo con los países sudamericanos. La Declaración de Asunción -que tiene su origen 
en la VI Conferencia Sudamericana sobre Migraciones, realizada en Asunción, en marzo del año 
pasado- fue, si se quiere, el momento más importante en lo que se refiere a acuerdos continentales en 
materia migratoria. Puedo decir con total certeza que se trató de un acuerdo muy poco frecuente entre 
todos los países. Realmente, pudimos compartir un mismo enfoque sobre todos estos temas en 
términos internacionales, en el tope de la visión progresista que puede existir sobre esto. Para nosotros 
es un reto poder seguir trabajando en esta perspectiva internacional regional donde existen tan 
buenos acuerdos. Precisamente el próximo domingo se da inicio a la VIl Conferencia Regional sobre 
Migraciones que se llevará a cabo en la ciudad de Caracas, donde intentaremos seguir llevando 
adelante lo que acordamos en Asunción. Además, sin ningún lugar a dudas, nuestra política interna nos 
estará permanentemente nutriendo. 


Recién se dijo que los estudiosos de los temas demográficos vaticinan que en breve tiempo 
seremos un país de inmigración. Creemos que para nosotros es de capital importancia seguir 
avanzando en estos temas a los efectos de estar preparados para defender a los nuestros en el 
exterior y, a su vez, tener la mejor legislación en nuestro país y los mejores proyectos políticos y 
culturales para poder recibir, hipotéticamente, los contingentes que lleguen a nuestro país. 


Por último y contestando concretamente la inquietud del señor Senador quiero señalar que, 
efectivamente, ha habido una absoluta compatibilidad en estos conceptos. 


SEÑOR ANTIA.- ¿Hay alguna legislación específica del MERCOSUR sobre migraciones? 


SEÑOR PORTILLO.- Lo más destacado es el Acuerdo de Libre Residencia intra MERCOSUR que hoy 
-salvo por Paraguay- ha sido ratificado por todos los países integrantes del Mercado Común del Sur. 
No sólo ha sido ratificado a nivel parlamentario, sino que también se ha llevado a cabo el 
correspondiente intercambio de notas reversales. Argentina, en forma unilateral, lo ha comenzado a 
aplicar con su Programa Patria Grande y en el mes de noviembre, Brasil también hizo lo propio. En lo 
que tiene que ver con nuestro país, estamos en condiciones de decir que estamos en proceso de darle 
aplicación. En cuanto a los hermanos paraguayos, estamos presionándolos -en el buen sentido de la 
palabra y respetuosamente- para que se sumen al intercambio de notas reversales de este acuerdo 
para que, efectivamente, en toda la región MERCOSUR quede establecido este estatuto de residencia 
que es muy beneficioso. En concreto, para los uruguayos es muy beneficioso -sobre todo para los 
residentes en Argentina y en Brasil- que exista este acuerdo para regularizar su situación y, de esa 
forma mejorar las condiciones de inserción en la sociedad y en el mercado laboral. 


SEÑORA CONTE.- Quería aclarar al Senador Antía que los acuerdos se bilateralizaron; Argentina ya lo 
había ratificado, Uruguay lo hizo en diciembre de 2005 y Brasil también, por lo que primero se 
bilateralizó entre Argentina y Brasil y luego nosotros con Argentina y con Brasil. Realmente esto es 
importante, pues le da a aquellas personas que no tienen medios de vida la posibilidad de 
documentarse, de estar en el país con una residencia precaria por dos años y que luego puede 
transformarse en residencia legal al cambiar sus condiciones. 


SEÑOR ANTIA.- Entonces están bilateralizados, no de acuerdo al MERCOSUR y podríamos hablar de 
Chile y Bolivia como miembros asociados. 


SEÑORA CONTE.- Paraguay todavía no lo ratificó y Bolivia sí lo hizo. 


SEÑORA DARDANELLI.- Quisiera hacer una aclaración en cuanto a estas preocupaciones. En los 
Ministerios de Trabajo, en los ámbitos sociolaborales es muy importante el trabajo en el tema de 
migraciones y, por ejemplo, un paso adelante -que sin duda tendrá gran repercusión- ha sido la firma 
de los convenios de seguridad social a nivel de MERCOSUR e iberoamericano. Lo que sí se intenta 
trabajar -tanto Argentina como Brasil tienen una ley en ese sentido y esperemos que Uruguay también 
la tenga- es la incorporación del trabajador migrante en el mercado formal de trabajo. Para esto, hay 
que trabajar en forma conjunta, interinstitucionalmente, a nivel nacional, entre los distintos actores 
involucrados. Cuando el trabajador migrante es informal, esto representa un problema y surgen una 
cantidad de inconvenientes. Por eso se está avanzando en esa incorporación al mercado de trabajo 
formal y a facilitar los aportes a la seguridad social en los diferentes países, no pensando en que los 
proyectos migratorios sean como antes, con una migración definitiva, sino en la circulación del 
trabajador -que es en lo que se está trabajando en los órganos sociolaborales- para que en un día 
pueda obtener una jubilación, de acuerdo a esos nuevos convenios. Los problemas que habían 
anteriormente de aplicación de los convenios de seguridad social eran muy grandes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes que nada, quiero decir que me congratulo de la tipificación del tráfico y 
trata como delitos, pues era un vacío que teníamos y sobre el que se nos llamaba la atención a nivel 
internacional. 


Por otro lado, quiero hacer una consulta con relación al artículo 77 en cuanto a la definición 
de “tráfico”. En dicho artículo se expresa: “Quien promoviere, gestionare o de cualquier manera 
facilitare el cruce ilegal de personas por los límites fronterizos de la República, tanto sea para su 
ingreso como para su egreso al territorio nacional...” Quisiera saber si no sería correcto expresar 
“Quien promoviere, gestionare o de cualquier manera facilitare el cruce ¡legal de personas por los 
límites fronterizos de la República, tanto sea para su ingreso, egreso o permanencia...” Quería 
consultar si esto es correcto desde vuestro punto de vista. 


SEÑORA CONTE.- Pienso que se mezclaría con la trata. No olvidemos que el tráfico ilícito de 
emigrantes es un delito contra los Estados y la trata es contra las personas, por lo que creo que los 
términos se podrían mezclar. 


SEÑORA DARDANELLI.- El artículo 21 dice: “Las personas que en el territorio nacional ocupen 
trabajadores extranjeros...” y nosotros proponemos cambiar la palabra “personas” por “empleadoras” 
y “empleadores”. 


Asimismo, el artículo 11 comienza diciendo: “Las hijas/os de las personas migrantes gozarán 
del derecho fundamental de acceso a la educación en condiciones de igualdad de trato con los 
nacionales”. Luego, continúa “El acceso de los hijos de trabajadores...” y, en ese caso, obviamente hay 
que aclarar que también se hace referencia a las hijas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Eso ya lo teníamos presente. 


SEÑORA PINTOS.- Por mi parte, entiendo que en el artículo 60 -donde la señora Presidenta bien 
señalaba que sería pertinente agregar el término “fluvial”- debería decirse: “Permitir la inspección de la 
Dirección Nacional de Migración de todos los medios de transporte cuando fuere pertinente”. De esa 
manera, no se obviaría ningún medio de transporte. 


Incluso, en el numeral 4 de la misma disposición se habla de “Abonar los gastos que 
demanden las habilitaciones por servicio de inspección o de control migratorio”. La Dirección de 
Migración no tiene un servicio al cual se le pague por habilitación. Entonces, considero que debería 
decir que es un servicio permanente, pero de cualquier manera no comprendo bien a qué 
habilitaciones se está haciendo referencia. ¡Sabemos que la mencionada Dirección trabaja las 
veinticuatro horas del día; entonces, ¿a qué se está aludiendo exactamente? 


(Dialogados) 
SEÑORA PRESIDENTA.- Ese punto queda pendiente; lo consideraremos próximamente. 


SEÑORA PINTOS.- Por último, en el artículo 67 se dice: “En caso de que la empresa no diera 
cumplimiento a las obligaciones emergentes de los Artículos 66 y 67”, etcétera; sin embargo, en lugar 
de estas disposiciones, deberían figurar los artículos 64 y 65. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Es cierto, ya nos habíamos dado cuenta de eso. 


Lamentablemente, ahora debemos entregar la Sala porque, según tenemos entendido, 
sesionará una Comisión del MERCOSUR. 


Les agradecemos muchísimo su presencia en la tarde de hoy. Todos los aportes han sido en 
verdad muy ricos, tanto desde el punto de vista conceptual como desde la óptica de las modificaciones 
que podemos llegar a introducir. Pensamos que ya el lunes próximo nos abocaremos a la discusión del 
articulado. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 17 minutos). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


